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Planteada por los C. Humberto Moreira Valdés, Ana María Rodarte Carrillo, José Luis Oyarzabal Garza y Héctor Emanuel Arenas Estrada, Partido Joven.

Informe en correspondencia: 24 de Abril de 2017.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para los efectos de lo que se dispone en el artículo 43 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Fecha del Dictamen: 28 de Junio de 2017.

Declaratoria: 11 de Julio de 2017.

Decreto No. 903

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 56 / 14 de Julio de 2017.
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PARTIDO JOVEN

H. CONGRESO DEL ESTADO  
DE COAHUILA DE ZARAGOZA  

P R E S E N T E.­ 


PROFESOR HUMBERTO MOREIRA VALDÉS, ANA MARÍA RODARTE CARRILLO, JOSÉ LUIS OYARZABAL GARZA, y HÉCTOR EMANUEL ARENAS ESTRADA, ante ustedes con el debido respeto que nos merecen comparecemos a fin de presentar INICIATIVA POPULAR con proyecto de decreto que MODIFICA EL ARTICULO 165 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA, de conformidad con los artículos 59, fracción VI de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y 4, fracción III; 39; 40: 42 y 43 de la Ley de Participación Ciudadana del Estado y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, comparecemos con la finalidad de proponer la siguiente: 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA EL ARTICULO 165 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA Y ELIMINA EL FUERO, PARA PROCEDER PENALMENTE CONTRA EL GOBERNADOR DEL ESTADO; LOS DIPUTADOS DEL CONGRESO DEL ESTADO; EL AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO; LOS MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA; DEL TRIBUNAL ELECTORAL; DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO; DEL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE; DE LOS TRIBUNALES DISTRITALES; LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA; LOS SECRETARIOS DEL RAMO; EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO Y LOS SUBPROCURADORES; LOS PRESIDENTES, REGIDORES Y SÍNDICOS DE LOS AYUNTAMIENTOS; LOS INTEGRANTES DE LOS CONSEJOS MUNICIPALES; Y ASÍ COMO LOS TITULARES E INTEGRANTES DE LOS CONSEJOS O ASAMBLEAS GENERALES DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS AUTÓNOMOS, CUALQUIERA QUE SEA SU DENOMINACIÓN, POR LA COMISIÓN DE DELITOS DURANTE EL TIEMPO DE SU ENCARGO, NO EXISTIRÁ LA NECESIDAD DE QUE EL CONGRESO DEL ESTADO DECLARE MEDIANTE RESOLUCIÓN DE LAS DOS TERCERAS PARTES DEL TOTAL DE SUS MIEMBROS, SI HA O NO LUGAR A PROCEDER CONTRA EL INCULPADO. 

Por lo que a fin de dar cumplimiento a los extremos del artículo 42, fracción I, de la Ley de Participación Ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar la presente INICIATIVA POPULAR, por escrito. 

En los términos del mismo artículo 42, fracción II, de la Ley de Participación Ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza, me permito señalarle que la autoridad competente lo es el HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, requisito que se encuentra cumplido. 

A fin de cumplir con lo dispuesto por el artículo 42 fracciones III, de la Ley de Participación Ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos realizar en este acto la exposición de motivos que da origen a la presente INCIATIVA POPULAR 

Al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓNDE MOTIVOS 

La doctrina jurídica clásica concibe al fuero como aquella prerrogativa de senadores y diputados -así como de otros servidores públicos contemplados en la Constitución- que los exime de ser detenidos o presos, excepto en los casos que determinan las leyes, o procesados y juzgados sin previa autorización del órgano legislativo al que pertenecen: Parlamento, Congreso o Asamblea. 

El término es de uso coloquial o común y suele utilizarse como sinónimo de inmunidad parlamentaria. 

En palabras llanas el fuero es la figura jurídica que establece la imposibilidad de la autoridad competente para someter a un senador, diputado u otros servidores públicos que contemple la Constitución, a un proceso penal por la posible comisión de un delito. 

Actualmente, la Constitución establece que para que un funcionario pueda ser investigado por la comisión de un ilícito en el primero se le debe seguir un juicio de procedencia para quitarle el fuero constitucional y posteriormente se realiza la indagación. 

Es decir que, para sujetarlos a juicio penal es necesaria la declaración de procedencia que emite la Cámara de Diputados o en su caso el Congreso del Estado, misma que tiene por efecto retirar del cargo a la persona. 

Con el paso del tiempo esta noble figura jurídica ha sido desnaturalizada de su esencia al ser confundida la inmunidad como impunidad total para cometer ilegalidades en el desempeño del cargo conferido sin sufrir consecuencias legales y jurídicas a consecuencia de dicha protección o garantía de que gozan determinados servidores públicos en virtud del cargo que ostentan. 

Ello ha originado un debate a nivel nacional sobre la necesidad de eliminar o acotar el fuero constitucional, mediante diversos proyectos de reformas constitucionales que han sido puestos a consideración y discusión en el Congreso de la Unión y en algunas legislaturas estatales. 

Recientemente el pleno de la Cámara de Diputados aprobó, en lo general y en lo particular, con cambios a la minuta del Senado el dictamen que acota el fuero constitucional; dejando a salvo la inmunidad del Ejecutivo Federal que establece la Constitución; elimina el juicio de procedencia, denominado de desafuero, para que un legislador enfrente un proceso penal en libertad y cambia el término de fuero por inmunidad constitucional. 
Lo anterior dio lugar a reformas, adiciones y derogaciones a diversas disposiciones de los artículos 61, 111, 112 y 114 de la Constitución Política, en materia de inmunidad de servidores públicos. 

Con las reformas al artículo 61, se cambia el término “fuero constitucional” por el de “inmunidad constitucional”, entendida ésta como un instrumento jurídico que la Constitución otorga a los legisladores en función de su ejercicio, con el único afán de consolidar la función legislativa. 

Se establece que los diputados y senadores son inviolables por las opiniones que manifiesten durante el tiempo en el que desempeñen sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos, procesados ni juzgados por ellas. 

Las modificaciones al artículo 111 Constitucional permitirán que los servidores públicos puedan ser sujetos de proceso penal, sin ser privados de su libertad durante el tiempo en que ejerzan su cargo. 

Dichos servidores son: diputados y senadores del Congreso de la Unión; ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral; consejeros de la Judicatura Federal, los secretarios de despacho; diputados de la Asamblea del Distrito Federal; Jefe de Gobierno del Distrito Federal; Procurador General de la República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, así como el Consejero Presidente y los Consejeros Electorales del Consejo General del Instituto Federal Electoral. 

La reforma al artículo 112 precisa que cuando alguno de los servidores públicos sea sometido a proceso penal durante el tiempo en que se encuentre separado de su encargo, y una vez dictado el auto de vinculación a proceso penal, no gozará de inmunidad. Se establece en el artículo 114 que la responsabilidad por delitos cometidos durante el tiempo del encargo por cualquier servidor público, será exigible de acuerdo con los plazos de prescripción consignados en la ley penal, que nunca serán inferiores a tres años. 

Acordes a los actuales tiempos y los reclamos y exigencias de la sociedad de que no existan más los privilegios, ni se consienta o tolere la impunidad y la cultura de la ilegalidad, nosotros como legisladores debemos erradicar la impunidad, poner freno a los abusos y excesos cometidos por servidores públicos en el ejercicio de su función; LA GENTE demanda transparencia no solo en el uso de recursos públicos además reclama igualada al sometimiento de la ley, temas como las empresas fantasmas que contrataron ilegalmente con el gobierno del Estado, y cuyos titulares de las dependencias no han sido sujetas a ningún tipo de investigación hacen penar al ciudadano que el fuero los protege más allá de sus funciones, ha llegado el momento de hacer efectiva la protesta de ustedes señores Diputados de cumplir y hacer cumplir el objeto de eliminar la figura del fuero constitucional. 

Para ello es necesario eliminar el fuero constitucional para que aquel funcionario público con fuero, ya sea Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, que cometa algún delito, pueda ser sujeto a proceso penal en caso de que se le impute y/o acredite la comisión de algún delito, sin necesidad de vivir previamente un desafuero. 

Así se estará en la posibilidad de aquellos funcionarios que cometan algún delito y sean denunciados por ello, tendrán que comparecer como cualquier ciudadano ante las autoridades, no obstante sigan permaneciendo en su cargo o en el ejercicio de la función conferida. 

Otro tema que busca establecerse con la modificación de esta figura legal, es que el concepto de inmunidad de los legisladores se aplique sólo para la libre expresión de ideas, acoto con esta afirmación que es necesario que el gobernador en turno evite de usar a las instituciones de impartición de justicia como arma represora. 

Puesto que el fuero o la inmunidad se entiende también como un privilegio conferido a determinados servidores públicos, para mantener el equilibrio entre los poderes del Estado en los regímenes democráticos, y salvaguardarlos de eventuales acusaciones sin fundamento. 

Por ello un servidor público que cuente con inmunidad constitucional no podrá ser privado de su libertad durante el tiempo en que ejerza su cargo, pero si podrá ser sujeto de proceso penal. 

Cuando exista la presunción de que un servidor público protegido por inmunidad cometió un delito, sólo el Procurador General del Estado podrá ejercer la acción penal, potestad que resulta indelegable hacia los agentes del Ministerio Público con el objetivo de garantizar la mayor eficiencia y concentrar la responsabilidad en caso de cualquier falta. 

Durante el desarrollo del proceso penal, el servidor público podrá seguir ejerciendo su cargo, salvo que los delitos que se le imputen se encuentren comprendidos en los de DELINCUENCIA ORGANIZADA. 

Para garantizarlo, se ordena que las medidas cautelares que el juez determine no podrán consistir en la privación de la libertad. Si el juez de la causa dicta sentencia condenatoria en primera instancia, el mismo juez solicitará al Congreso del Estado el retiro de la inmunidad al sentenciado, para efecto de que cese en sus funciones y quede a disposición de la autoridad correspondiente. 

El Congreso del Estado someterá a votación el pedimento judicial directamente y sin necesidad de que el asunto sea dictaminado en forma alguna, dentro de los 15 días hábiles a partir de la presentación del mismo y con audiencia del servidor público. 

Si la resolución que emita el Congreso del Estado es negativa, se mantendrá la inmunidad del sentenciado, pero una vez concluido el ejercicio del cargo, las autoridades correspondientes podrán ejecutar el fallo judicial, durante este periodo no procederá ninguna medida de extinción de la pena o conmutación de la misma, será suspendida y una vez que deje el cargo correrán los términos de la sentencia en términos de ley. 

En tal entendido, la inmunidad será para proteger únicamente la libertad de los servidores públicos, así como el principio de presunción de inocencia que les asiste como a todo ciudadano. 

Por tanto, la eliminación del fuero constitucional no anula el principio, también constitucional, de la imposibilidad de que un representante popular sea reconvenido por la libre expresión de sus ideas. 

Consiste, eso sí, en la exigencia de que la aplicación de la ley sea un imperativo universal, una regla pareja, un rasero que no reconozca más dignidades que la dignidad humana. 

Los ciudadanos que suscribimos esta Iniciativa estamos conscientes de que es urgente atender el reclamo social que exige que los altos funcionarios sean llamados a cuentas, siempre en un ámbito de respeto a la legalidad y sin que con la excusa de ese llamado se puedan ejercer presiones políticas o avanzar agendas personales. 

La inmunidad procesal que a los funcionarios les otorga el artículo 165 de nuestra Constitución local debe entenderse propia del puesto que ocupa el servidor público, y en ningún momento como algo personal. 

Lo que se protege es la función y no al funcionario en turno. 

De acuerdo al Dr. J. Jesús Orozco Henríquez esta inmunidad procesal, otorgada también en el artículo 111 de la Constitución General de la República es con el propósito de proteger la función constitucional desempeñada por ciertos servidores públicos de alta jerarquía. 

Es decir, el fuero constitucional protege la función en contra de obstrucciones, agresiones o represalias con fines políticos de las demás ramas de gobierno. 

La inmunidad o fuero tiene como objetivo evitar acusaciones sin fundamento, que puedan distraer al servidor público de sus altas tareas públicas, de manera que pueda desempeñar dicho cargo en libertad y sin presiones. 

Sin embargo, por el comportamiento de algunos de estos funcionarios o legisladores, y por los excesos y el abuso de este fuero, se encuentra en franco desprestigio; pues, al amparo de la inmunidad se han cometido importantes violaciones al estado de derecho y a las garantías individuales. 

Nosotros, desde la trinchera ciudadana, sostenemos que es indispensable replantear esta institución constitucional, con la finalidad de que cumpla cabalmente con razón de existir; que garantice la autonomía de los funcionarios y la realización de su trabajo sin presiones injustificadas, evitando primordialmente que su uso se convierta en un atropello o en un motivo para la impunidad. 

Un servidor público está obligado a cumplir el principio del Estado de Derecho y la rendición  de  cuentas  en  el  ejercicio  de  su  cargo;  esos  son  dos  valores  irrenunciables  de  los  servidores  públicos  en  cualquier  sistema  político  democrático.  

El objetivo de esta reforma es mantener a salvo a los responsables gubernamentales, frente a eventuales acciones arbitrarias y sin fundamento, que pudieran llegar a afectar su trabajo, garantizando al mismo tiempo que esta inmunidad, en la práctica, no se convierta en arbitrariedad. 

Para ello se modifica todo el procedimiento de declaración de procedencia, eliminando en la medida de lo posible las decisiones de órganos políticos. 

Por lo que a fin de ajustamos a lo dispuesto por el artículo 42 fracción III de la ley de participación ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza nos permitimos presentar el articulado que proponemos contenga la presente ley. 

En virtud de lo señalado y a fin de que la presente ley pueda ser aplicada en el Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que ponemos a consideración de este 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA EL ARTICULO 165 DE LA CONSTITUCION POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA Y ELIMINA EL FUERO, PARA PROCEDER PENALMENTE CONTRA EL GOBERNADOR DEL ESTADO; LOS DIPUTADOS DEL CONGRESO DEL ESTADO; EL AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO; LOS MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA; DEL TRIBUNAL ELECTORAL; DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO; DEL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE; DE LOS TRIBUNALES DISTRITALES; LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA; LOS SECRETARIOS DEL RAMO; EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO Y LOS SUBPROCURADORES; LOS PRESIDENTES, REGIDORES Y SÍNDICOS DE LOS AYUNTAMIENTOS; LOS INTEGRANTES DE LOS CONSEJOS MUNICIPALES; Y Así COMO LOS TITULARES E INTEGRANTES DE LOS CONSEJOS O ASAMBLEAS GENERALES DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS AUTÓNOMOS, CUALQUIERA QUE SEA SU DENOMINACIÓN, POR LA COMISIÓN DE DELITOS DURANTE EL TIEMPO DE SU ENCARGO, NO EXISTIRÁ LA NECESIDAD DE QUE EL CONGRESO DEL ESTADO DECLARE MEDIANTE RESOLUCIÓN DE LAS DOS TERCERAS PARTES DEL TOTAL DE SUS MIEMBROS, SI HA O NO LUGAR A PROCEDER CONTRA EL INCULPADO. 

POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO TENGO A BIEN PRESENTAR INICIATIVA DE LEY Iniciativa de Ley para reformar la Constitución Política del Estado de Coahuila, con el objeto de eliminar la figura del fuero constitucional. 
QUÉ REFORMA El ARTÍCULO 165 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA Y DEROGA LOS ARTÍCULOS 166. 

ÚNICO. Se reforma el artículo 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, y se derogan los artículos 166, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 165.- El Gobernador del estado, Los diputados del Congreso del Estado; los titulares de las secretarías del Poder Ejecutivo, el Procurador General del Estado, el Comisionado de Seguridad Pública; los magistrados del Poder Judicial del Estado, los miembros del Consejo de las Judicatura; el Presidente y los consejeros ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; consejeros electorales del Instituto Electoral del Estado; el Presidente y consejeros del Instituto de Transparencia e Información Pública de Coahuila; el Auditor Superior del Estado; los presidentes municipales, regidores, síndicos y concejales de los ayuntamientos o concejos municipales, gozan de inmunidad y, por tanto, no podrán ser privados de su libertad durante el tiempo en que ejerzan su cargo. 

Pero sí podrán ser sujetos de proceso penal, en los siguientes términos: Cuando exista presunta responsabilidad penal por parte de alguno de los servidores públicos señalados en el párrafo anterior, y una vez que se ejerza la acción penal por el titular del Ministerio Público correspondiente, el juez de la causa determinará si ha lugar a la expedición del auto de vinculación a proceso penal. 

En tanto se lleve a cabo el proceso penal, el servidor público podrá seguir en su cargo. 

Las medidas cautelares que el juez determine no podrán consistir en privación, restricción o limitación de la libertad. 

El auto de vinculación a proceso podrá ser recurrido directa y exclusivamente ante el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, el cual dictará la resolución correspondiente con carácter de inatacable. 

Cuando el juez de la causa dicte sentencia condenatoria de primera instancia, el mismo juez solicitará desde luego al Congreso del Estado el retiro de la inmunidad para el efecto de que el sentenciado cese en sus funciones y quede a disposición de la autoridad correspondiente. 
En el Congreso del Estado no se producirá dictamen previo alguno y ésta resolverá con el voto de la mayoría absoluta de sus miembros presentes sobre el pedimento judicial dentro de los quince días hábiles a partir de la presentación del mismo y con audiencia del servidor público.
Si la resolución del Congreso del Estado fuese negativa se mantendrá la inmunidad del sentenciado, pero ello no será obstáculo para que una vez concluido el ejercicio del cargo, las autoridades procedan conforme a la ley, durante este periodo la sanción impuesta al servidor público no correrán los tiempos de prescripción ni ningún otro tipo de beneficio siendo que se suspenderán los términos de ejecución de sentencia y reiniciaran una vez que deje el cargo.
En tratándose del Gobernador, y, en su caso, los magistrados electorales e integrantes de los órganos superiores de dirección de los organismos electorales del Estado, quienes también gozan de inmunidad, cuando alguno de ellos sea sometido a un proceso penal por la comisión de delitos federales, se procederá de la misma forma, una vez que le sea comunicada la resolución de la Cámara de Diputados al Congreso del Estado y dictar la resolución respectiva sobre el retiro de la inmunidad del sentenciado, si los delitos que se le imputan a cualquiera de los servidores públicos que se señalan en el párrafo primero del presente artículo son HOMICIDIO, SECUESTRO, PORTACION DE ARMA DE FUEGO DE USO ESCLUSIVO DEL EJERCITO, DELINCUENCIA ORGANIZADA, TORTURA, PRIVACION ILEGAL DE LA LIBERTAD, DELITOS CONTRA LA SALUD sin necesidad de recurrir al congreso quedara sujeto a la autoridad, y por mandato del juez podrá ser recluido en un centro de readaptación social del estado.
Si la sentencia fuera condenatoria y si se tratara de un delito cometido durante el ejercicio de su encargo, no se concederá al sentenciado la gracia del indulto.
En sentencias del orden civil que se dicten contra cualquier servidor público no se requerirá el retiro de la inmunidad. 

Las declaraciones y resoluciones del Congreso del Estado son inatacables. Tampoco procederá ninguna suspensión judicial o legislativa contra la realización y desarrollo de las sesiones en que el Pleno de la Asamblea del Congreso del Estado vote sobre el retiro de la inmunidad. 

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal, y tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o cause daños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita. Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios causados. 

Los servidores públicos cuyos derechos o prerrogativas ciudadanas sean suspendidos en los términos de las fracciones II y III del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, serán suplidos a través del procedimiento que establezcan esta Constitución y las leyes y reglamentos aplicables. Cuando el Congreso de la Unión comunique al Congreso del Estado la resolución o declaración de procedencia por la que el Gobernador del Estado, los Diputados, los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia o a los miembros del Consejo de la Judicatura deban sujetarse a proceso penal en el fuero federal, el Poder Legislativo del Estado procederá a decretar la separación de su respectivo encargo en tanto esté vigente el proceso; si éste culmina con sentencia absolutoria, el servidor público podrá reasumir su función. 

Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido durante el ejercicio de su cargo, no podrá reincorporarse a éste. 

ARTÍCULO 166.- Derogado. 

Dado en la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a los quince días del mes de abril del año dos mil diecisiete. 

A fin de cumplir con lo dispuesto por el artículo 42 fracción IV de la ley de participación ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos señalar como domicilio para los efectos de oír y recibir toda clase de documentos y/o notificaciones el ubicado en calle Muzquiz 335 altos esquina con Rayón; Saltillo, Coahuila. 

En los términos del artículo 43, fracción, II, párrafo 7 de la ley de Participación Ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza, solicitamos a este H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARGOZA, se nos tenga por autorizando a PROFESOR HUMBERTO MOREIRA VALDÉS, para que represente la presente iniciativa y participe en la Discusión de la misma. 

Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 42 fracción V de la ley de participación ciudadana para el estado de Coahuila de Zaragoza, los de la voz suscribimos la presente Iniciativa Popular. 
RESPETUOSAMENTE
“POR UNA NUEVA CLASE POLÍTICA”

PROFESOR HUMBERTO MOREIRA VALDÉS

ANA MARÍA RODARTE CARRILLO

JOSÉ LUIS OYARZABAL GARZA

HÉCTOR EMANUEL ARENAS ESTRADA
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